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NOTIFICACION DEMANDA 2012-0125

		From

		JUZGADO 05 ADMINISTRATIVO DE TUNJA

		To

		'PROCURADURIA 67 JUDICIAL (procjudadm67@procuraduria.gov.co)'; procesos@defensajuridica.gov.co; 'alcaldia@turmeque-boyaca.gov.co'

		Recipients

		procjudadm67@procuraduria.gov.co; procesos@defensajuridica.gov.co; alcaldia@turmeque-boyaca.gov.co



De conformidad con el articulo 197 a 199 del CPACA el Juzgado Quinto Administrativo Oral de Tunja  le NOTIFICA la demanda y el auto admisorio de fecha 17 de enero de 2013 proferido en el medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  radicada con el número 2012-0125 instaurada por  EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS contra EL MUNICIPIO DE TURMEQUE



 



De igual manera, de conformidad con el articulo 199 del CPACA<Modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso> ….las copias de la demanda y de sus anexos quedarán en la secretaría a su disposición”.



 



 



Atentamente,



Laddy Carolina Téllez González



Secretaria Juzgado Quinto Administrativo Oral de Tunja



 



 



 



 



_______________________________________________________________________________________________________________________________



AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico jadmin05tnj@notificaciones.ramajudicial.gov.co  es de uso único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y automáticamente se eliminara de nuestros servidores, apreciado usuario si tiene alguna solicitud por favor comuníquese a la siguiente línea telefónica: 7430615 o envíenos un correo electrónico a la siguiente dirección: j05admintun@cendoj.ramajudicial.gov.co 



 



 



 





AUTO ADMISORIO 2012 - 0125.pdf




 



República De Colombia  
Rama Judicial Del Poder Público  



Juzgado Quinto Administrativo de Oralidad  Del Circuito 
Judicial de Tunja 



 
 
 



Tunja,  diecisiete (17) de enero de dos mil trece (2013). 



 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO  
DEMANDANTE: EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS   
DEMANDADO: MUNICIPIO DE TURMEQUE  
RADICADO: 150013333 005 2012 00125-00 



 
Por reunir los requisitos legales y advirtiendo que debido al paro judicial los 
términos procesales se interrumpieron desde el día 23 de octubre de 2012 hasta el 
7 de diciembre de 2012, ADMITESE la demanda  de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, instaurada mediante apoderado 
constituido al efecto por el señor EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS en contra 
del MUNICIPIO DE TURMEQUE . 
 
En consecuencia se dispone: 
 
Tramítese por el procedimiento previsto para el proceso ordinario de primera 
instancia, conforme a lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 155 del 
C.P.A.C.A. 
 
Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia al MUNICIPIO DE 
TURMEQUE (BOYACA), conforme lo prevén los artículos 197 y 199 del 
C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P.  



 



Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia a LA AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO,  conforme lo prevén los 
artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P.  



 



Notifíquese por estado electrónico al demandante conforme lo prevén los 
artículos 171 y 201 del C.P.A.C.A.  



 



Notifíquese personalmente al señor Agente del Ministerio Público delegado 
ante esta Corporación, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para 
notificaciones judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., 
modificado por el artículo 612 del C.G.P.  



 
Fijase la suma de TRECE MIL PESOS  M/CTE ($13.000) para los gastos 
ordinarios del proceso, así mismo deberá consignarse la suma de DIECINUEVE 
MIL NOVECIENTOS PESOS M/CTE ($19.900) para los gastos de envío de que 
trata el inciso 4º del artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 612 del 
C.G.P.Que deberá ser consignada por el demandante en la cuenta No. 4-1503-0-
21056-0  del BANCO AGRARIO, PARA GASTOS PROCESALES DEL 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE TUNJA y acreditando su pago en la Secretaría del Juzgado dentro 
de los cinco (05) días siguientes a la notificación por estado de esta providencia, 
so pena de dar aplicación al artículo 178 del C.P.A.C.A. 
  











MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO  
DEMANDANTE: EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS   



DEMANDADO: MUNICIPIO DE TURMEQUE  
RADICADO: 150013333 005 2012 00125-00 
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Notificado el demandado, córrase traslado por el término legal de treinta (30) días, 
para que la entidad demandada pueda contestar la demanda, proponer 
excepciones, solicitar la practica de pruebas, llamar en garantía, y en su caso, 
presentar demanda de reconvención (Art. 172 del C.P.A.C.A). 



 



Adviértasele a la demandada que con la contestación de la demanda se deberán 
allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer en el 
proceso, los dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a las 
pretensiones, el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 
actuación objeto del proceso. La inobservancia de estos deberes constituye falta 
gravísima del funcionario encargado del asunto, en los términos previstos en el 
artículo 175 del C.P.A.C.A. 
 
Requiérase a la parte actora para que en el término de los cinco (5) días 
siguientes a la notificación por estado de esta providencia, allegue la información 
que se relaciona a continuación: 1) buzón electrónico de la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado así como el de la parte actora1 , El incumplimiento de 
estas  cargas procesales acarreará la consecuencia prevista en el artículo 178 del 
C.P.A.C.A. 
 
Reconócese personería al Abogado LUIS GABRIEL CAMACHO TARAZONA, 
portador de la T.P. No.176.333 del C.S.J., para actuar como apoderado judicial de 
la parte demandante, en los términos y para los efectos del respectivo poder a el 
conferido (fl. 1).  
  
Por la Secretaria realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información 
Judicial. 
 
La presente providencia será notificada en estado de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 201 del C.P.A.C.A.; estado que podrá ser consultado en el portal de la 
Rama Judicial www.ramajudicial.gov.co enlace “Juzgados Administrativos”2 – 
“Boyacá” – “Juzgado 05 Administrativo de Tunja” – “Estados electrónicos”. 
 
Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida 
de almacenamiento virtual de este Despacho. 
 
Oportunamente vuelva el expediente al despacho para proveer lo pertinente.  
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 



Firmado en el original 
MARILUZ BARAJAS CÁCERES 



JUEZ 
 
 



 



 



 



 



 



 



  



 



                                                 
1
 Art. 199 del C.P.A.C.A., modificado por el art. 612 del Código General del Proceso. 



2
 Enlace que se encuentra en la parte inferior izquierda del portal web de la Rama Judicial. 



 



JJuuzzggaaddoo  QQuuiinnttoo  AAddmmiinniissttrraattiivvoo  ddee  
OOrraalliiddaadd  ddee  TTuunnjjaa  



NNOOTTIIFFIICCAACCIIÓÓNN  PPOORR  EESSTTAADDOO  



El auto anterior se notificó por Estado Nro. 01 de 18 de enero de 



2013 siendo las 8:00 A.M. 



 



LADDY CAROLINA TÉLLEZ GONZÁLEZ 
SECRETARIA JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO 



 





http://www.ramajudicial.gov.co/
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Señor (a) 
JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA (Reparto) 
E.                                   S.                                   D. 
 
 



 
Referencia:  Acción Contencioso Administrativa de Nulidad y 



Restablecimiento del Derecho. 
 
Accionante:  Edilberto Enrique Cárdenas Chavarro 



 
       Accionado:   Municipio de Turmequé   



 



  
 
LUIS GABRIEL CAMACHO TARAZONA, mayor de edad, como domicilio y 
residencia en Tunja, identificado con la cédula de ciudadanía No. 74.373.477 de 
Duitama, Abogado en ejercicio con Tarjeta Profesional No. 176.333 del C.S.J., 
obrando en calidad de Apoderado Judicial del señor EDILBERTO ENRIQUE 
CARDENAS CHAVARRO, mayor de edad, con domicilio y residencia en la ciudad 
de Bogotá, identificado con la cédula de ciudadanía No. 4.286.756 de Turmequé, 
según poder que adjunto, respetuosamente me permito interponer ACCION DE 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO (Art. 138 CCA), respecto del 
Acto Administrativo oficio ALCMT-136-2012, del 12 de abril de 2012, expedido por 
el MUNICIPIO DE TURMEQUE y suscritos por su Alcalde Municipal  MARIO 
ANTONIO VILLAMARIN CRUZ; Acción contencioso administrativa en contra del 
MUNICIPIO DE TURMEQUE,  representado legalmente por su Alcalde Municipal  
MARIO ANTONIO VILLAMARIN CRUZ, o quien hagan sus veces, para que con 
citación y Audiencia del Procurador Administrativo correspondiente,  se Acceda a 
las Pretensiones solicitadas, de acuerdo a los siguientes:  
 
 



I. HECHOS 
 
 
1. Mi poderdante EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, prestó sus 



servicios como Secretario de Despacho, Código 20, grado 02, de la Secretaría 
de Obras Públicas y Planeación del Municipio de Turmequé (Boyacá), desde el 
día veintisiete (27) de enero de dos mil siete (2007), hasta el día doce (12) de 
Junio de dos mil nueve (2009). 
 



2. Mi poderdante EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, renunció al 
citado cargo el día doce (12) de Junio de dos mil nueve (2009), fecha hasta la 
cual trabajó. 
 



3. En virtud de la citada renuncia, la Alcaldía Municipal de Turmequé – Boyacá, 
expidió la resolución No. 083 del doce (12) de Junio de dos mil nueve (2009), 
suscrita por su Acalde Municipal, en la cual resolvió: 
 



“… ARTICULO PRIMERO.- Acéptese la RENUNCIA, presentada por 
el Arquitecto EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, del 
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ABOGADO 
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cargo de Secretario de Obras Públicas y Planeación, Código 20, 
Grado 02, a partir del doce (12) de Junio de dos mil nueve (2009) 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Ordénese a la Tesorería General del 
Municipio adelantar las acciones pertinentes al pago de los 
emolumentos a que tiene derecho…” 



 
4. Pues bien, a pesar de la expedición de la citada resolución, y en especial a lo 



establecido en el numeral 2 del acto administrativo, el MUNICIPIO DE 
TURMEQUE, no canceló oportunamente a mi poderdante la liquidación, 
prestaciones sociales y demás emolumentos adeudados, a pesar de haber 
pasado más de dos (2) año y nueve (9) meses, desde la renuncia del 
Arquitecto EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, 
 



5. Además el MUNICIPIO DE TURMEQUE, NO CANCELÓ OPORTUNAMENTE 
DENTRO DEL TERMINO LEGAL LAS CESANTÍAS definitivas a que tenía 
derecho mi poderdante, esto de conformidad a lo establecido en la ley 1071 de 
2006, máxime cuando a partir del trece (13) de Junio de dos mil nueve (2009), 
dejó de laborar para el ente territorial. 
 



6. Cabe aclarar que mi poderdante se encuentra afiliado al fondo de Cesantías 
Privadas ING PENSIONES Y CESANTIAS, tal como se desprende del 
certificado emitido por la entidad administradora. 
 



7. Así mismo, de conformidad con la certificación de movimientos y saldo de 
cuenta del Fondo de Cesantías ING, de fecha trece (13) de Noviembre de dos 
mil once (2011), se corrobora que el MUNICIPIO DE TURMEQUE, solo hasta 
el diecinueve (19) de febrero de dos mil diez (2010), realizó las consignaciones 
definitivas de mi mandante EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, 
es decir después de siete (7) meses y seis (6) días, que mi mandante dejó de 
laborar en la entidad territorial demandada. 
 



8. Por lo que se extrae que existió una demora en la consignación hecha al fondo 
de cesantías ING, de más de siete (7) meses, lo que constituye una mora de 
parte de la entidad demandada, en el cumplimiento de sus obligaciones. 
 



9. Además, el MUNICIPIO DE TURMEQUE, no reconoció ni pagó en término a mi 
mandante, la liquidación compuesta por salarios, emolumentos y prestaciones 
sociales, a que tenía derecho, una vez terminó su relación laboral con el ente 
territorial. 
 



10. De la misma manera el MUNICIPIO DE TURMEQUE, no canceló 
oportunamente a mi mandante el valor por concepto de Cesantías Definitivas, 
no canceladas una vez terminó la relación laboral. 
 



11. Igualmente el MUNICIPIO DE TURMEQUE, adeuda a EDILBERO ENRIQUE 
CARDENAS CHAVARRO, las sumas de dinero por concepto de intereses a las 
cesantías no canceladas. 
 



12. Además, por el no pago de salaros y prestaciones sociales, EL MUNICIPIO DE 
TURMEQUE, adeuda a mi poderdante EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS 
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CHAVARRO, la indemnización moratoria, a razón de un (1) día de salario, por 
cada día de mora, desde el momento en que se hicieron exigibles, y hasta la 
fecha en que se haga o se haya hecho efectivo el pago. 
 



13. Mi poderdante EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, se acercó en 
diversas oportunidades a las instalaciones de la Alcaldía Municipal del 
MUNICIPIO DE TURMEQUE, a solicitar de manera verbal el pago de los 
valores adeudados, obteniendo en muchas oportunidades respuestas evasivas 
a su petición, sin lograr la efectividad en el pago de sus derechos 
prestacionales, visitas y requerimientos que se hicieron desde el mes de 
agosto de 2009, y hasta el 11 de noviembre de 2011 a la alcaldesa de la época 
y a los funcionarios de tesorería. 
 



14. De igual manera, y de conformidad al retardo dado en el pago de la liquidación 
de prestaciones sociales, por parte del MUNICIPIO DE TURMEQUE, este 
adeuda los intereses moratorios de dicho valor desde el momento en que se 
debieron haber cancelado y hasta la fecha en que realmente se pagaron. 
 



15. Así mismo, por el no pago de las cesantías, el MUNICIPIO DE TURMEQUE, 
adeuda a mi poderdante los valores por concepto de indemnización moratoria 
de que trata el parágrafo del artículo 5 de la ley 1071 de 2006, a razón de un 
(1) día de salario por cada día de mora en el pago, desde el día siguiente a 
cuando se debió haber hecho efectivo el citado pago y hasta la fecha de pago 
efectivo. 
 



16. De conformidad con la “Certificación de Movimientos y saldo en cuenta” del 
Fondo de Cesantías ING, de fecha trece (13) de noviembre de dos mil doce 
(2012), se observa en la hoja No. 2, Acápite “DETALLE MOVIMIENTOS”, bajo 
la convención “CON”, que significa “ABONO A CUENTA”, que la consignación 
de cesantías definitivas del señor EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS 
CHAVARRO, se dio por parte del MUNICIPIO DE TURMEQUE, solo hasta el 
diecinueve (19) de febrero de dos mil diez (2010), cuando mi poderdante se 
había desvinculado de la administración desde el 13 de Junio del año 2009. 
 



17. Con la presente demanda, se pretende el reconocimiento y pago por parte del 
ente territorial, de los salarios, prestaciones de todo tipo, cesantías y demás 
emolumentos a que tiene derecho mi poderdante EDILBERTO ENRIQUE 
CARDENAS CHAVARRO, además de las indemnizaciones moratorias 
contenidas en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo y parágrafo del 
artículo 5 de  la ley 1071 de 2006. 
 



18. Además, de no haberse pagado las sumas de dinero solicitadas, a través de 
algún medio, sin que mi poderdante lo conociera, igualmente por el retardo 
injustificado en el pago de dichas acreencias (salarios, prestaciones y 
cesantías), proceden las indemnizaciones moratorias, por el retardo en el pago 
de conformidad a lo manifestado en precedencia y a las pretensiones 
incoadas. 
 



19. El pago de los citados valores solicitados, son legalmente establecidos por lo 
que a mi poderdante le asiste todo el derecho para reclamarlos. 
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20. A raíz de esto, mi poderdante, a través de suscrito apoderado, interpuso 
derecho de petición tendiente al reconocimiento de dichos valores, escrito que 
fue recibido en el Municipio de Turmequé, el día 28 de marzo de 2012. 
 



21. El Municipio de Turmequé mediante acto Administrativo ALCMT- 136-2012, 
contestando el Derecho de Petición así: 
 



“… En respuesta al Derecho de Petición suscrito por usted en 
representación del señor Edilberto Enrique Cárdenas Chavarro y 
radicado en este despacho el pasado 29 de Marzo del Presente Año, 
estando dentro del término establecido en el artículo 6° del Código 
Contencioso Administrativo, con todo respeto me permito manifestarle 
que revisados los documentos que conforman el archivo del Municipio, 
se encontró que la anterior Administración Municipal, con fecha 26 de 
Diciembre de 2011, realizó un depósito judicial a nombre de su 
poderdante en la Cuenta de Depósitos Judiciales del juzgado 
Promiscuo Municipal de Turmequé , en el Banco Agrario de esa 
localidad, correspondiente a la liquidación de los factores 
prestacionales del señor Cárdenas Chavarro, en la que como es obvio 
no es incluye concepto alguno por indemnizaciones establecidas en el 
Código Sustantivo del Trabajo, por cuanto el ex funcionario se 
desempeño como empleado público y no como trabajador oficial y por 
lo tanto su relación laboral no está regida por las normas de derecho 
laboral ordinario. 



 
En consecuencia de manera respetuosa le solicito acercarse al 
Despacho Judicial en comento para tramitar el pago del título judicial 
correspondiente…” 



 
22. Con lo anterior el MUNICIPIO DE TURMEQUE, mediante acto administrativo 



ALCMT-136-2012, del 12 de abril de 2012, resolvió negar la petición hecha por 
mi poderdante. 
 



23. Posteriormente y con extrañeza, mi poderdante procedió a realizar los trámites 
pertinentes para el pago del depósito judicial, encontrado que el mismo fue 
consignado en la Cuenta de Depósitos Judiciales del Juzgado Promiscuo 
Municipal de Turmequé, y a ordenes del señor CARDENAS CHAVARRO, solo 
hasta el 29 de febrero de 2012, tal como se demuestra en copia de 
consignación que le fue entregada a mi poderdante, con lo que el Municipio 
falta a la verdad en el acto administrativo acusado. 
 



24. La respuesta que se dio en ocasión al derecho de petición, no generó una 
solución efectiva, no condujo a una  solución, o por lo menos al esclarecimiento 
de lo solicitado en el derecho de petición, siendo una respuesta evasiva, vaga 
y que no correspondía con la situación generada 
 
Equivocadamente la entidad manifestó " La administración Municipal de 
Turmequé con fecha 26 de diciembre de 2011, realizo un depósito judicial a 
nombre de su poderdante en la Cuenta de Depósitos Judiciales del Juzgado 
Promiscuo Municipal de Turmequé, en el Banco Agrario de esa localidad 
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correspondiente a la liquidación de los factores prestacionales....",  dejando al 
peticionario en las misma situación ya que lo anterior no fue verdad. 
 



25. Por lo anterior, La entidad no  ofreció una solución junto con la respuesta al 
derecho de petición, no sustentó, indagó, investigó  el por qué de la 
imposibilidad de dar una solución de fondo, y obviamente las explicaciones 
ajustadas a la  realidad. 
 



26. Ahora bien, ante el retardo injustificado en el pago de los valores 
correspondientes a la liquidación y/o prestaciones sociales, y cesantías, el ente 
convocado debe pagar la sanción establecida en la ley, a favor de mi 
poderdante, quien no estaba obligado a soportar el retardo y desidia del ente 
territorial. 



 
27. En consecuencia es claro que el acto administrativo  oficio ALCMT-136-2012, 



del 12 de abril de 2012, expedido por el MUNICIPIO DE TURMEQUE y 
suscritos por su Alcalde MARIO ANTONIO VILLAMARIN CRUZ, está viciado 
de nulidad, por estar en franca violación a las normas en que debía fundarse,  
y con falsa motivación y desviación de poder. Razón esta que me lleva a 
iniciar la presente Acción Judicial. 
 



28. Además dentro del acto administrativo acusado, el MUNICIPIO DE 
TURMEQUE, omitió dar contestación a la solicitud de expedición de una 
certificación laboral del señor EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS 
CHAVARRO, por lo que la misma se solicita como prueba documental 
mediante oficio, en la presente acción. 
 



29. En virtud de los hechos denotados anteriormente, el día diez (10) de Agosto 
de dos mil doce (2012), el señor EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS 
CHAVARRO, por intermedio del suscrito apoderado, interpuso Solicitud de 
Conciliación Prejudicial, ante la Procuraduría 122 judicial administrativo de 
Tunja. 
 



30. La citada audiencia de conciliación, fue convocada para el día ocho (8) de 
Octubre dos mil doce (2012), fecha en que se celebró en la Procuraduría 122 
Judicial Administrativa de Tunja, fecha en la cual se suspendió para ser 
reanudada el día 22 de octubre del año en curso. 
 



31. Posteriormente el día 22 de Octubre de 2012, se reanudo la audiencia de 
conciliación referencia sin que se llegara a acuerdo alguno, razón por la cual el 
Ministerio Público expidió la correspondiente constancia de no acuerdo, junto 
con el acta respectiva que se anexa a esta Acción Contencioso Administrativa. 
 



32. Con lo anterior se dio cumplimiento al Requisito de procedibilidad establecido, 
para incoar la presente Acción Judicial Contencioso Administrativa.  
 



33. En dicha audiencia de conciliación el apoderado del Municipio del Municipio de 
Turmequé, entre otras cosas manifestó: 
 



“… El Municipio de Turmequé asiste  a esta audiencia con el mejor 
ánimo en lograr un acuerdo conciliatorio, no sin antes precisar que este 
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conflicto se genero en la anterior administración y en el proceso de 
empalme no se nos informo acerca de que no se había cancelado el 
valor de la liquidación del arquitecto Edilberto Cárdenas, ex servidor 
público de esta territorial como secretario de planeación y de manera 
totalmente sorprendente nos encontramos con el hecho de que la ex-
tesorera del Municipio de Turmequé constituyo un titulo de depósito 
judicial en el mes de febrero del presente año, es decir cuando ya no 
era funcionaria del municipio, aspecto irregular…” 



 
De lo que al parecer se desprende un actuar irregular de funcionarios de la 
administración municipal de Turmequé, lo que debe ser tenido en cuenta por el 
despacho a efectos de realizar los informes y compulsa de copias a las 
autoridades por los hechos acá estudiados, a efectos de que sean 
investigadas las conductas de los empleados públicos. 
 
 



II. PRETENSIONES 
 
 



1. Que se declare la Nulidad del Acto Administrativo Comunicación ALCMT-136-
2012, fechado doce (12) de abril de dos mil doce (2012), expedido por el  
MUNICIPIO DE TURMEQUE y suscrito por su alcalde MARIO ANTONIO 
VILLAMARIN CRUZ, mediante el cual se resolvió negar el derecho de petición 
elevado por el convocante a través de apoderado, en el cual se negó el pago 
de prestaciones sociales, las cesantías, intereses a las cesantías, la 
indemnización moratoria por el no pago de las prestaciones sociales, los 
intereses moratorios por el no pago oportuno de las prestaciones sociales, y la 
indemnización moratoria de que trata el Parágrafo del artículo 5 de la ley 1071 
de 2006. 
 



2. Que a Título de restablecimiento del Derecho y por el no pago oportuno de las 
cesantías, el MUNICIPIO DE TURMEQUE, reconozca y pague a mi 
poderdante, el valor correspondiente a la indemnización moratoria de que trata 
el parágrafo del artículo 5 de la ley 1071 de 2006, a razón de un día (1) día de 
salario por cada día de mora en el pago, es decir desde el momento de su 
causación, y hasta la fecha en que se haya hecho efectivo el pago de las 
mismas. 
 



3. Que como restablecimiento del Derecho y por el no pago oportuno de Salarios, 
prestaciones sociales y demás emolumentos, el MUNICIPIO DE TURMEQUÉ, 
reconozca y pague a mi poderdante, el valor correspondiente a la 
indemnización moratoria, de que trata el artículo 65 del Código sustantivo del 
Trabajo, a razón de un (1) día de salario, por cada día de mora, desde el 
momento en que se debió haber hecho el pago de las acreencias y hasta la 
fecha en que se haga o se haya hecho efectivo el pago. 
 



4. Que a título de restablecimiento del derecho, y de ser compatible con la 
indemnización de que trata el parágrafo del artículo 5 de la ley 1071 de 2006, 
el MUNICIPIO DE TURMEQUE, reconozca y pague inmediatamente el valor 
correspondiente a los intereses a las cesantías a que tiene derecho el señor 
EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, con ocasión de la relación 
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laboral que éste tuvo con el ente territorial, entre el veintisiete (27) de enero de 
dos mil siete (2007), hasta el día doce (12) de junio de do dos mil nueve 
(2009), como Secretario de Despacho, Código 20, Grado 02, de la Secretaría 
de Obras Públicas y Planeación del Municipio de Turmequé. 
 



5. Que en subsidio de la pretensión No. 3, y ante la no procedencia de la 
misma, a título de restablecimiento del Derecho y por el no pago oportuno de 
los valores contentivos en la liquidación de  las prestaciones sociales, el 
MUNICIPIO DE TURMEQUE, reconozca y pague inmediatamente el valor 
correspondiente a los intereses por mora a que tiene derecho el señor 
EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, con ocasión de la relación 
laboral que éste tuvo con el ente territorial, entre el veintisiete (27) de enero de 
dos mil siete (2007), hasta el día doce de junio de dos mil nueve (2009), como 
Secretario de Despacho, Código 20, Grado 02, de la Secretaría de Obras 
Públicas y Planeación del Municipio de Turmequé; desde el momento en que 
debieron ser pagadas  hasta la fecha en que fueron realmente canceladas por 
la entidad accionada. 



 
6. Que los valores que resulten a favor de mi mandante al efectuar la 



correspondiente liquidación, sean cancelados junto con los intereses 
moratorios, indexados y/o actualizados teniendo en cuenta la corrección 
monetaria sobre cada uno de ellos. 
 



7. Que el MUNICIPIO DE TURMEQUE, proceda a reconocer y pagar los 
intereses de mora sobre las sumas adeudadas, conforme a lo establecido en el  
Código Contencioso Administrativo. 
 



8. Que se cancele por parte del MUNICIPIO DE TURMEQUE, las costas 
procesales que implique la presente demanda, de conformidad a lo establecido 
en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) 
 



9. Que se ordene al ente territorial demandado a que de cumplimiento a la 
sentencia tal como lo establece el artículo 192 del Código Contencioso 
Administrativo. 



 
 



III. PETICION ESPECIAL 
 
 



Ante la situación especial, que se presento con el paro judicial para finales del mes 
de octubre e inicios del mes de noviembre del año dos mil doce (2012), y teniendo 
en cuenta que los términos de caducidad de la demanda, se vencieron cuando 
estaba en curso el mismo, solicito comedidamente al despacho que por medio de 
la Secretaría, se certifiquen los días en que se presentó la parálisis en el Juzgado, 
para efecto del computo de términos a que haya lugar, y con el fin de contabilizar 
los términos de caducidad de la acción, para que no haya lugar a dudas dentro del 
trámite procesal. 
 



Por lo anterior solicito dejar las constancias a que haya lugar dentro de proceso. 
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IV. NORMAS VIOLADAS 
 



 



Normas vulneradas con relación a éste vicio de nulidad son: Constitucionales 
artículos 2, 3, 4, 6, 13, 25, 29, 53, 58,123 y 209. 
 
Legales: Decreto 1919 de 2002 artículo 5. Ley 734 de 2002, artículo 55. Ley 50 de 
1990. Ley 1071 2006 art.5. Ley 52 1975 art 1. Ley 951 de 2005. Art. 65 CST. 
 
 



V. CAUSALES DE NULIDAD  
 
 
Invocó como causales de nulidad las Siguientes: 
 



 Violación de las normas en que debían fundarse 



 Falsa Motivación  



 Desviación de Poder 
 
Estas causales se describirán en el siguiente acápite como concepto de la 
violación. 
 
 



VI. ENUNCIACION DE LOS CARGOS Y  
CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 



 
 
Con los Actos Administrativos acusados, el MUNICIPIO DE TURMEQUE, incurrió 
en una Violación De las normas en que debía fundarse, una falsa motivación y 
desvío de poder, tal como se esbozara a continuación: 
 
 
VI.I. VIOLACIÓN DE LAS NORMAS EN QUE DEBÍA FUNDARSE  



 
Con los actos Administrativos acusados se violan normas de carácter 
constitucional y legal, entre otras: 
 
Igualmente el artículo 5 de Decreto 1919 de 2002, señaló el respeto de los 
derechos adquiridos, razón legal suficiente para que fueran reconocidos los 
factores salariales y en su real valor, al momento de solicitarse el pago de la 
deuda laboral. 
 
El artículo 2 de la Constitución Política entre otras cosas prescribe “Las 
autoridades de la república están instituidas para proteger a las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra y bienes, creencias y demás derechos y 
libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del estado y de 
los particulares”. Cuando el nominador Municipio de Turmequé se abstiene de 
pagar la liquidación de prestaciones sociales y cesantías, incurre en abierto 
desconocimiento de las obligaciones que mediante ésta preceptiva, se le imponen, 
máxime cuando se reitera a través de escrito, que atienda la reclamación. 
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Se vulnera el artículo 13 de la Constitución, porque en el caso de mi poderdante 
se está violando el derecho al trabajo. Siendo un fin esencial del estado social del 
derecho el garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; no puede creerse, que en caso como el presente, 
sea el Municipio de Turmequé, quien en esta oportunidad vulnere, atente, violente 
derechos ciertos, irrenunciables e indiscutibles, adquiridos legalmente conforme a 
derecho, como lo son los derechos salariales y prestacionales de sus servidores. 
 
Se viola el artículo 25 de la carta Política  de Colombia, por cuanto el derecho al 
trabajo se reconoce a toda persona en condiciones dignas y justas y es el mismo 



estado el encargado de respetar y hacer respetar todos y cada uno de los 



derechos de los asociados, lo que incluye la garantía de recibir sus derechos 



salariales, prestaciones e indemnizaciones  legalmente consagrados. De dar 



protección al trabajo, como derecho fundamental del administrado,  en este caso a 



mi poderdante, siendo así, que al no cumplirse con dichos preceptos por parte de 



la accionada, se incurre de manera abierta en un pleno desconocimiento de la 



disposición en cita, pues la administración al seguir haciendo uso de la actividad 



laboral en que venía vinculado mi mandante, por el lapso reclamado y, al negarse 



al pago de prestaciones a pesar de obrar suficientes pruebas como constancias y 



en general actuaciones que demuestran haberse ejercido la actividad de 



secretario de despacho del Municipio de Turmequé. 
 
Al expedirse el acto cuestionado se desconoció el justo equilibrio previsto entre los 
derechos del funcionario y los intereses de la administración. 
 
Se está desconociendo los preceptos del Artículo 53 de la Constitución Política, ya 
que claramente ordena que el estatuto de trabajo debe contener unos principios 
mínimos fundamentales dentro de los cuales se encuentra remuneración mínima 
vital y móvil proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, irrenunciabilidad a los 
beneficios mínimos establecidos en las normas laborales, primacía de la realidad 
sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales, 
garantía a la seguridad social e igualmente, el citado artículo prevé entre otros que 
la primacía de la realidad no puede menoscabar la libertad, la dignidad humana 
ni los derechos de los trabajadores. Lo que fue igualmente vulnerado por el 
Municipio de Turmequé, por cuanto que al no haber tomado las previsiones para 
pagar en debida forma unas prestaciones sociales y cesantías al señor Cardenas 
Chavarro. 
 



Igualmente se está desconociendo el Artículo 209 de la Constitución Política, por 



cuanto la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 



desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 



economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización 



delegación y la desconcentración de funciones. 



 



El haber omitido la administración municipal, el reconocimiento y pago de los 



derechos y acreencias laborales le causó perjuicios al actor, al verse afectado en 



sus ingresos económicos, pues al haber prestado sus labores de manera directa, 
pronta, eficiente, diligente, con un alto grado de responsabilidad profesional a 



favor de la accionada, para poder cumplir con las labores del cargo, ahora se vean 



desconocido y menguados porque la administración aduce con abierta 
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irresponsabilidad, no tener la obligación de pagar una labor legítimamente 



prestada. 
 



Al momento de liquidar las prestaciones reclamadas por el accionante y a las 



cuales tiene derecho, se deben tener en cuenta las siguientes disposiciones, las 



cuales enuncian los factores salariales a saber:  



 



Salario (Artículo 8 Literal C, del Decreto 1950 de 1973), prima de servicios 



(Artículo 59 Decreto 1042 de 1978), trabajo extra (Artículo 45 Decreto Ext. 1045 de 



1948), prima de navidad (Artículo 33, Decreto 1045 de 1978) y, vestido y calzado 



de labor. 



 



A partir de la Ley 50 de 1990, el nuevo régimen especial de auxilio de cesantías, 
tiene como característica especial y así se dispuso en su artículo 49:  



 



1) El treinta y uno (31) de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva 



de cesantías, por la anualidad o fracción correspondiente, sin perjuicio de la que 



deba efectuarse en fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo. 



 



2) El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del doce (12%) por 



ciento anual o proporcionales por fracción, en los términos de las normas vigentes 



sobre régimen tradicional de cesantías, con respecto a la suma causada en al año 



o en la fracción que se liquide tradicionalmente. 



 



3) El valor liquidado por concepto de cesantías, se consignará antes del quince 
(15) de febrero del año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en 



el fondo de cesantías que él mismo elija. El empleador que incumpla el plazo 



señalado deberá pagar un día de salario por cada día de retardo. 



 



Resulta pertinente acotar, respecto de las cesantías, las cuales son consideradas 



como una de las más importantes para los trabajadores y su núcleo familiar, las 



que tienen por finalidad fundamental propiciar el bienestar de los trabajadores, en 



lo que tiene que ver con el acceso a bienes y servicios – Educación y vivienda – 



indispensables en el mejoramiento de la calidad de vida, máxime cuando el 



trabajador a terminado su relación con el empleador. 



 
Así mismo se vulneró la ley 1071 de 2006, que estableció la forma de pago de las 
cesantías definitivas o parciales a los servidores públicos, y en el que se 
establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación, ya que en ningún 
momento fueron cumplidas por la administración, por lo que claramente se debe 
dar aplicación al parágrafo del artículo 5 de la ley 1071 de 2006, en cuanto que el 
MUNICIPIO DE TURMEQUE cancele los valores allí fijados a título de sanción 
moratoria, por su actuar contrario a Derecho. 
 



En lo que respecta a los intereses de las cesantías, estos se derivan de la 



prestación primigenia, es decir, por tratarse de un patrimonio que se ha formado 



día a día y que ha estado en poder de la administración mientras subsista la 



relación reglamentaria, aspecto que se desconoció por el municipio al quitarle el 



derecho al funcionario de percibir oportunamente la oportunidad amparada en la 



ley, situación que el empleador no ha podido recibir por la negligencia de la 
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administración municipal. 



 
Y es que al no efectuarse la consignación oportuna de las cesantías ello está 



generando un menoscabo en los ahorros del empleado, en consecuencia a 



previsto la ley que tal irregularidad en cabeza de la administración le trae como 



sanción una indemnización que debe asumir a favor del trabajador. Así lo ha 



previsto la legislación al preveer: 



 



La Ley 52 de 1975, artículo 1. 



 



3° “Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los 



casos de retención autorizados por la ley, o convenidos por las partes, deberá 



cancelar al asalariado a título de indemnización y por una sola vez, un valor 



adicional igual al de los intereses causados. 



 



En este tema ha dicho la jurisprudencia del Consejo de Estado, Sección Tercera 



en Sentencia del veintiséis (26) de febrero de mil novecientos noventa y ocho 



(1998), expediente 10813, magistrado Ponente Ricardo Hoyos Duque. 



 



“… si bien es cierto que el derecho a obtener el pago de prestaciones sociales, 



debe ser declarado por la administración mediante un acto administrativo, e 



derecho del beneficiario a que se le paguen oportunamente dichas prestaciones, 



surge del mismo mandato constitucional (Artículo 1, 25 y 53), y por tanto, no es 



necesario que la administración así lo declare. Así las cosas, cuando el estado 



incurre en falla en el servicio por retardo en el cumplimiento de sus obligaciones 



laborales debe indemnizar al afectado, sin que sea necesario previamente la vía 



gubernativa…” 



 



Se viola igualmente el Numeral 3 del artículo 55 Ley 734/2002, en el entendido 



que la administración, desatendió las directrices contenidas en el acto 



administrativo  Resolución 083 de 2009 proferida por la primera autoridad del 



Municipio en el que ordenó el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales 



y cesantías a favor del señor EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, 



con lo que además de violarse la norma en cita, el o los funcionarios encargados 



de dicha obligación , estaría incursa en causal de falta gravísima, conforme al 



Código Disciplinario Único, lo que a la postre además le causó unos perjuicios a 



mi poderdante. 
 



Igualmente se presentan irregularidades en la expedición de los actos 



administrativos acusados, tanto en su forma, procedimiento y sustancia, lo que 



conlleva a que los mismos igualmente se encuentren viciados de nulidad. 



 
Se desconoce igualmente el artículo 65 del Código sustantivo del Trabajo, en el 
sentido de que el MUNICIPIO DE TURMEQUE desconoció la indemnización 
moratoria a que tenía derecho mi mandante, por el no pago de las prestaciones 
sociales a que tenía derecho, desde el momento en que se debieron haber 
pagado, y hasta el momento en que se realizó el pago efectivo. Desconociendo un 
derecho del funcionario que por su calidad de trabajador debe equipararse esta 
norma en pro de su beneficio, en aplicación del principio In dubio pro operario. 
 











 
    



      LUIS GABRIEL CAMACHO TARAZONA 
ABOGADO 



 



 



 



Carrera 10 No. 21 – 15, Oficina 702, Edificio Camol 
Telefax 742-2106  Celular 311-593-1191 



Tunja - Boyacá 



12 
 



 
Así mismo se denota una clara Falsa Motivación en los actos de los que se solicita 
su Nulidad, por lo siguiente: 
 
En lo que respecta a los motivos, ha expresado la corporación que la 



administración no puede  actuar caprichosamente, sino que debe  hacerlo 



tomando en consideración las circunstancias de hecho y/o de derecho que en 



cada caso determine a tomar una decisión.  En las actividades fundamentales 



regladas, los actos de la administración están casi totalmente determinados  de 



antemano; en cambio  en las actividades discrecionales, la administración tiene un 



margen más o menos amplio  para decidir.  Pero debe tomar en cuenta  las 



circunstancias y los fines propios del servicio a su cargo. Las circunstancias de 



hecho y/o de derecho, que en cada caso llevan a dictar  el acto administrativo 



constituyen la causa, o mejor el motivo de dicho acto administrativo (auto de 



marzo  9 de 1971, sala plena Contencioso Administrativo). 



 
Pero también se tiene como un axioma jurídico que no basta la existencia del 



motivo para justificar el acto administrativo sino que este debe ser real y serio 



adecuado o suficiente e íntimamente relacionado con la decisión, es decir, tener  



capacidad para justificarlo dentro de la idea de satisfacer el interés general o 



público,  para lo cual se han dado las competencias administrativas. 



 



Por otra parte se debe distinguir la necesidad de existencia o suficiencia  de 



motivos para la expedición de un acto y la obligación de la administración de 



expresarlos.  Esta obligación no existe por regla general por cuanto se presume 



legalmente la existencia de motivos por lo que ella  sólo surge cuando la 



constitución y la ley así lo exija o cuando dicha necesidad se imponga por ciertas 



circunstancias especiales que lo exija para hacer posible el control de legalidad  
del acto administrativo. La doctrina y la jurisprudencia sostienen que la expresión 



de los motivos  debe hacerse, además de los casos exigidos por la constitución y 



la ley, en los siguientes: Cuando por el acto se extinga o modifique  una situación 



jurídica ya creada, cuando se cambie una práctica administrativa sin que produzca 



modificación en el ordenamiento jurídico, cuando el acto este en contradicción con 



actuaciones  o documentos que formen parte del proceso previo a su expedición ;  



cuando el acto se expide cumpliendo ciertos factores  establecidos como 



presupuestos del mismo en la ley,  cuando el acto se expide  aplicando normas de 



excepción o  de restrictiva interpretación, señaladas por la jurisprudencia  ya que 



es difícil  determinar con precisión  cuando en un acto deben expresarse los 



motivos  que lo justifican o sirven de sustento a la decisión en el contenida. La 



insuficiencia  de los motivos es causal del acto administrativo por desviación de 
poder,  en tanto que la no expresión de los motivos cuando a ello hubiere lugar, es 



también causal de anulación del acto pero por vicios de forma, es decir, por 



expedición irregular del acto. 



 



Es por esto que en nuestro caso, el MUNICIPIO DE TURMEQUE, motiva sus 



actos en que se hizo la consignación a mi poderdante producto de la liquidación 



de prestaciones sociales, en una fecha en que en realizad no se efectuó. 



  



Por ende no puede ser tenido en cuenta como motivo del no reconocimiento   de 



los valores pedidos, un supuesto pago no hecho en la fecha relacionada en el acto 











 
    



      LUIS GABRIEL CAMACHO TARAZONA 
ABOGADO 



 



 



 



Carrera 10 No. 21 – 15, Oficina 702, Edificio Camol 
Telefax 742-2106  Celular 311-593-1191 



Tunja - Boyacá 



13 
 



acusado. 



Así mismo es causal de falsa motivación, el hecho que desconozca integralmente 
la totalidad de las solicitudes hechas en el derecho de petición escudándose en 



que no se incluyen indemnizaciones establecidas en el Código Sustantivo del 



Trabajo, cuando a más de estas existieron otras solicitudes que la Administración 



Municipal pasó por alto, constituyendo con esto otra causal de falsa motivación. 



 



En consecuencia, es Falsa la motivación dada por la entidad convocada en 



nuestro caso, y por ende deben ser declarados Nulos los actos acusados. 



 



 
Por último, no debe desconocerse por el a quo al momento de fallar, lo referente a 
los principios orientadores en las actuaciones administrativas (Art. 3º C.C.A.), 
entre otros tales como: 
 



 Legalidad, todo acto administrativo se  presume que se encuentra 
conforme a derecho, mientras no se demuestra lo contrario, la presunción 
de legalidad no es absoluta y admite prueba en contrario (Art 66-) - Es por 
naturaleza revisable –;  



 



  Debido Proceso, conforme al Art. 29 de la Carta, donde  resalta que en 
toda actuación judicial y administrativa, donde se vean vulnerados los 
derechos  de una persona, esta podrá invocar y hacer efectivos los 
derechos que implícitamente hacen parte del debido proceso; con la ruptura 
de la actividad unilateral de la administración en las actuaciones 
administrativas, se de la consecuente iniciación plena de la totalidad de 
estas garantías;  



 



 Contradicción:  Donde  permite la participación inmediata  y efectiva del 
administrado  en toda actuación, desde el mismo instante en que se 
advierta  que la decisión administrativa  es lesiva a sus   intereses. (Art. 209 
Constitucional). 



 
Principios estos que se omitieron por el MUNICIPIO DE TURMEQUE, para no 
reconocer legalmente en oportunidad los derechos pretendidos en la presente 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 
 
En conclusión, los vicios que presenta los Actos Administrativos demandados es 
por la violación a las disposiciones jerárquicas a las cuales debía estar sujeto el 
acto, precisamente la causal se configura por la no adecuación del acto a las 
normas superiores a las que debía respeto y acatamiento en la medida en que las 
mismas le imponen al acto su objeto y finalidad. 
 
Finalmente debemos precisar, que los derechos fundamentales, dentro de los 
criterios de la Corte Constitucional, son parte integrante de la modalidad de 
normas positivas sustanciales, ya tengan expresa consagración en el texto 
Constitucional o en cualquier otro ordenamiento que por vía constitucional 
implique el reconocimiento de tales derechos, como en este caso el derecho al 
trabajo en condiciones dignas y justas, el derecho a la igualdad, a igual trabajo 
igual remuneración, entre otros. 
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Igualmente hacen parte del esquema sustancial de la Constitución, todas aquellas 
obligaciones de las autoridades públicas, en ejercicio de la normatividad sobre las 
finalidades del estado, que están en la obligación de cumplir, de que trata el 
artículo 2º de la Carta. En consecuencia, sería inexequible cualquier acto  de 
naturaleza administrativa, mediante el cual la autoridad respectiva desconociera 
las funciones para las cuales fue instituida y, en tal virtud profiera decisiones 
desprotegiendo en cualquier forma o magnitud a un residente en Colombia, en 
esta caso a un trabajador. 
 
Es por ello, que la observancia de la Constitución debe ser directa en todos los 



caso, por lo que no existe justificación alguna de la administración cuando 
al proferir una acto administrativo viola la Constitución, resguardado en el 
respeto de otras normas superiores o decisiones jurisprudenciales 
acomodándolas a sus propios intereses, habida cuenta que es imperativo 
para todo funcionario, de acuerdo con el artículo 4º de la Carta, otorgar 
preferencia a las normas constitucionales en todos los casos en que exista 
incompatibilidad entre ésta y alguna otra norma. 



 
Es clara igualmente la violación de la ley 1071 de 2006, que regula el pago de las 
cesantías para los empleados públicos, como lo es el señor EDILBERTO 
ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, en el entendido que a pesar que la 
administración Municipal, mediante resolución No. 083 del 12 de Junio de 2009, 
ordenó cancelar el pago de los emolumentos pertinentes, sin que se hiciera el 
pago correspondiente a las cesantías definitivas, con ocasión del retiro de mi 
mandante de la administración, hecho este que de conformidad a lo establecido en 
el artículo 5, parágrafo, establece claramente una indemnización de un día de 
salario por cada día de mora.  
 



 



 



 
 
Además las demás prestaciones dejadas de pagar en tiempo, es claro que causan 
un perjuicio económico a los trabajadores, por lo que a la luz de la Jurisprudencia 
Constitucional, debe indexarse su valor, para compensar el detrimento de los 
derechos no pagados oportunamente, sin perjuicio de las demás acciones que le 
asistan al afectado, por los daños causados con motivo de la ineficiencia y mora a 
cargo de la entidad incumplida, en este caso el MUNICIPIO DE TURMEQUE. 
Razón esta que conlleva que lo solicitado por mi poderdante sea procedente. 
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Así mismo, se violan los numerales 1 y 9 del artículo 33 de la ley 734 de 2002 
(Código Disciplinario único), es un derecho de todo servidor público percibir 
puntualmente la remuneración fijada o convenida para el respectivo cargo o 
función, y obtener el reconocimiento y pago oportuno de las prestaciones 
consagradas en los regímenes generales y especiales. 
 
Por estos hechos, se da una violación de la Ley 951 de 2005: "CAPITULO II 
Obligaciones de los servidores públicos Artículo 5°.  Los servidores públicos del 
Estado y los particulares enunciados en el artículo 2º, están obligados en los 
términos de esta ley a entregar al servidor público entrante un informe mediante 
acta de informe de gestión, los asuntos y recursos a su cargo, debiendo remitirse 
para hacerlo al reglamento y/o manual de normatividad y procedimiento que rija 
para la entidad", lo que al parecer no se cumplió por  la administración anterior, en 
el entendido que o no se presentó empalme, o la administración anterior omitió 
relacional la existencia de unas acreencias no pagadas al ex - funcionario 
EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO. 
 
 
Además por tratarse el pago de las prestaciones sociales y cesantías de recursos 
públicos, se estaría violando el artículo 9 de la ley 951 de 2005, que refiere: “… La 
entrega y recepción de los recursos públicos es un proceso de interés público, de 
cumplimiento obligatorio y formal, que deberá efectuarse por escrito, mediante 
acta de informe de gestión, en la que se describa el estado de los recursos 
administrativos, financieros y humanos, según se trate, a cargo de la 
administración, dependencia o entidad y deberá contener los requisitos 
establecidos por la presente ley, reglamentos y manuales de normatividad que 
fijen los órganos de control”, entrega esta que no se dio por la parte accionada 
conforme a la perentoriedad de los términos, incluso con la entrega de un depósito 
judicial, por una persona que para la fecha en que lo hizo ya no hacía parte de la 
administración municipal, irregularidad esta que reafirma aun mas los pedimentos 
de la acción. 



El Consejo de estado en reiterada y decantada jurisprudencia, ha establecido el 
régimen de pago de las cesantías definitivas, así como la mora en el 
reconocimiento y pago de las mismas, y cuál es la acción procedente en este 
evento. Para tal fin traigo sentencia de esa Corporación, Sala Plena De Lo 
Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: JESUS MARIA 
LEMOS BUSTAMANTE, del veintisiete (27) de marzo de dos mil siete (2007), 
Radicación número: 76001-23-31-000-2000-02513-01(IJ), así: 



“… El auxilio de cesantía se rige por lo dispuesto en la Ley 6 de 1945 
que, en su artículo 17, estableció esta prestación social en razón de un 
mes de sueldo por cada año de servicios. La Ley 65 de 1946, en el 
artículo 1º, consagró tal derecho a favor de todos los servidores 
públicos. El Decreto 1160 de 1947, artículo 1°, reiteró en los mismos 
términos la prestación para los empleados y obreros al servicio de la 
Nación. El Decreto 3118 de 1968, que creó el Fondo Nacional del 
Ahorro, en su artículo 27, dispuso que cada año calendario, contado a 
partir del 1° de enero de 1969, los ministerios, departamentos 
administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y 
empresas industriales y comerciales del Estado liquidarán la cesantía 
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que anualmente se cause a favor de sus trabajadores o empleados. La 
liquidación anual así practicada tendrá carácter definitivo y no podrá 
revisarse aunque en años posteriores varíe la remuneración del 
respectivo empleado o trabajador. En el artículo 33 de la referida norma 
se establecieron intereses a favor de los trabajadores en el 9% anual 
sobre las cantidades que al 31 de diciembre de cada año figuraran a 
favor de cada empleado público, porcentaje que ascendió a la suma del 
12% en virtud del artículo 3° de la Ley 41 de 1975. Con la expedición 
del Decreto 3118 de 1968 empieza en el sector público, especialmente 
en la rama ejecutiva nacional, el desmonte de la retroactividad de la 
cesantía, para dar paso a su liquidación anual. Este nuevo régimen 
previó, para proteger el auxilio de la cesantía contra la depreciación 
monetaria, el pago de intereses a cargo del Fondo Nacional del Ahorro. 
En el orden territorial el auxilio de la cesantía continuó bajo los 
parámetros de la Ley 6 de 1945, del Decreto 2767 de 1945, de la Ley 
65 de 1946 y del Decreto 1160 de 1947, que consagran su pago en 
forma retroactiva. A partir de la expedición de la Ley 344 de 1996 se 
estableció un nuevo régimen de liquidación anual de las cesantías, 
aplicable a partir de 1997, con corte a 31 de diciembre de cada año, 
para los servidores públicos vinculados o que se vinculen a los órganos 
y entidades del Estado, cualquiera que sea su nivel (nacional, 
departamental, municipal o distrital). Para reglamentar este nuevo 
régimen en el ámbito territorial se expidió el Decreto 1582 de 1998, 
para los servidores públicos vinculados a partir del 31 de diciembre de 
1996 que se afilien a los fondos privados de cesantías, a quienes se les 
aplican los artículos 99, 102 y 104 de la Ley 50 de 1990. El Decreto 
1582 de 1998, dictado en el marco de la Ley 4ª de 1992 reglamentó los 
artículos 13 de la Ley 344 de 1996 y 5° de la Ley 432 de 1998. Por su 
parte la Ley 244 de 1995 fijó los términos perentorios para la 
liquidación, reconocimiento y pago de las cesantías definitivas de los 
servidores públicos de los órganos y entidades del Estado y estableció 
sanciones por la mora en el pago de dicha prestación. En este sentido 
cabe afirmar que la Ley 244 de 1995, artículo 1, al establecer un 
término perentorio para la liquidación de las cesantías definitivas buscó 
que la administración expidiera la resolución en forma oportuna y 
expedita para evitar corrupción, favorecimientos indebidos y perjuicios 
a los trabajadores. 



(…) 



Conforme al texto de la Ley 244 de 1995, se presentan varias hipótesis, 
que pueden dar lugar a la existencia de un conflicto, respecto de la 
indemnización moratoria por la falta de pago oportuno de las cesantías 
definitivas: a) La administración no resuelve el requerimiento del 
servidor público sobre la liquidación de sus cesantías. b) La 
administración no reconoce las cesantías y, por ende, no las paga. c) 
La administración efectúa el reconocimiento de las cesantías. En este 
caso pueden ocurrir variar posibilidades: c.1) Las reconoce 
oportunamente pero no las paga. c.2) Las reconoce oportunamente 
pero las paga tardíamente. c.3) Las reconoce extemporáneamente y no 
las paga. c.4) Las reconoce extemporáneamente y las paga 
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tardíamente. d)o sobre la sanción y el interesado no está de acuerdo 
con el monto reconocido. La vía procesal adecuada para discutir las 
cesantías y el reconocimiento de la sanción moratoria es la acción de 
nulidad y restablecimiento del derecho, salvo que exista certeza del 
derecho y de la sanción, porque, en estos eventos procede la ejecución 
del título complejo. Ahora, la acción de grupo no es la vía idónea para 
reclamar la indemnización moratoria por el pago tardío de las cesantías 
definitivas toda vez que su finalidad es indemnizatoria. En conclusión: 
1) El acto de reconocimiento de las cesantías definitivas puede ser 
controvertido, cuando el administrado no está de acuerdo con la 
liquidación, mediante la acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho. 2) Ese mismo acto constituye título ejecutivo y puede ser 
reclamado por la vía judicial correspondiente, que es la acción 
ejecutiva, pero en lo que respecta a la sanción moratoria deberá 
demostrarse, además, que no se ha pagado o que se pagó en forma 
tardía. 3) El acto de reconocimiento de la sanción moratoria puede ser 
cuestionado a través de la acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho si el administrado se encuentra inconforme con él, pero si hay 
acuerdo sobre su contenido y no se produce el pago de la sanción la 
vía indicada es la acción ejecutiva. 4) Cuando se suscite discusión 
sobre algunos de los elementos que conforman el título ejecutivo, debe 
acudirse ante esta jurisdicción para que defina el tema. Finalmente, en 
atención a que en ocasiones anteriores se ha acudido ante esta 
jurisdicción, mediante la acción de reparación directa, con el fin de 
obtener el pago de la indemnización moratoria ante la falta de pago 
oportuno de las cesantías definitivas, instrumento que ahora se 
considera improcedente, por razones de seguridad jurídica y por 
respeto al derecho de acceso a la administración de justicia, los 
procesos emprendidos a través de la acción de reparación directa, que 
no requiere agotamiento de la vía gubernativa, deben continuar con el 
trámite iniciado hasta su culminación, conforme a las tesis 
jurisprudenciales correspondientes. Por lo tanto la presente sentencia 
ha de ser criterio jurisprudencial a partir de su ejecutoria.En las 
hipótesis en que no haya controversia sobre el derecho, 
reconocimiento de sanción moratoria, por existir la resolución de 
reconocimiento y la constancia o prueba del pago tardío, que, en 
principio, podrían constituir un título ejecutivo complejo de carácter 
laboral, el interesado puede acudir directamente ante la justicia 
ordinaria para obtener el pago mediante la acción ejecutiva. En este 
caso la obligación debe reunir los requisitos previstos en los artículos 
100 y siguientes del Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social, 
esto es, ser expresa, clara, exigible y constar en documento que 
provenga del deudor o de su causante pues el fundamento del proceso 
ejecutivo es la certeza sobre la existencia de la obligación. Para que 
exista certeza sobre la obligación no basta con que la ley haya 
dispuesto el pago de la sanción moratoria, aquella es la fuente de la 
obligación a cargo de la administración por el incumplimiento o retardo 
en el pago de las cesantías definitivas mas no el título ejecutivo, que se 
materializa con el reconocimiento de lo adeudado por parte de la 
administración.  
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(…) 



La Sala desestimará el argumento del apelante porque el artículo 2, 
inciso 1, de la Ley 244 de 1995 dice que la entidad pública pagadora 
tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir 
de la fecha en la cual quede en firme el acto administrativo que ordenó 
la liquidación de las cesantías definitivas del servidor público, para 
pagar esa prestación social y no la fecha de reclamación de las mismas 
o, en este caso, la de la solicitud de reliquidación, el hito que debe 
servir de punto de partida para contar el número de días a efectos de 
determinar el monto de la indemnización moratoria. Como la 
Resolución UTH-1440, que ordenó incrementar el valor de las 
cesantías definitivas en $1’831.630.00, fue expedida el 23 de octubre 
de 1998 y notificada el 5 de noviembre de 1998, oportunidad en que se 
le hizo saber al actor que tenía cinco (5) días para interponer contra la 
misma los recursos de reposición y apelación, que no interpuso, la Sala 
concluye que la administración computó adecuadamente la 
indemnización moratoria por la falta de pago oportuno de las cesantías 
cuando señaló, en la motivación de la Resolución UTH-2054 del 28 de 
octubre de 1999, que la fecha límite que tuvo la entidad para realizar el 
pago, sin incurrir en mora, fue el 21 de enero de 1999, a partir de la 
cual debe computarse la indemnización moratoria. Por las razones 
expresadas la Sala considera que la entidad liquidó adecuadamente la 
indemnización moratoria por la falta de pago oportuno de las cesantías 
al calcular la misma tomando el período que va del 21 de enero de 
1999 al 22 de junio de 1999. Sobre este aspecto conviene recalcar que 
la Ley 244 de 1995, artículo 1, al establecer un término perentorio para 
la liquidación de las cesantías definitivas buscó que la administración 
expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar su falta 
de respuesta o sus respuestas evasivas que acarrean perjuicio al 
peticionario. Cuando la Administración resuelve el requerimiento del 
servidor público sobre la liquidación de sus cesantías en forma tardía 
buscando impedir la efectividad conminatoria de la sanción de que trata 
el artículo 2 de la Ley 244 de 1995, el tiempo a partir del cual comienza 
a correr el término para que se genere la indemnización moratoria debe 
contarse desde la fecha en la cual el interesado radicó la petición de 
reconocimiento y pago de las cesantías definitivas, es decir, quince 
(15) días hábiles que tiene la entidad para expedir la resolución, más 
cinco (5) días hábiles que corresponden a la ejecutoria, en el evento de 
que la resolución de reconocimiento hubiere sido expedida, con la 
salvedad a que alude el mismo precepto, más cuarenta y cinco (45) 
días hábiles a partir del día en que quedó en firme la resolución, para 
un total de 65 días hábiles, transcurridos los cuales se causará la 
sanción moratoria. Para la Sala resulta claro que ante la ausencia de 
pronunciamiento sobre la liquidación de las cesantías definitivas deben 
contarse los términos en la forma indicada para que la norma tenga 
efecto útil y hacer efectiva la capacidad conminatoria de la sanción 
prevista por la Ley 244 de 1995, pues, de no acudirse a este medio, el 
cometido proteccionista de los derechos del servidor público que animó 
a la ley, se vería, paradójicamente, burlado por la propia ley dado que 
la administración simplemente se abstendría de proferir la resolución 
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de reconocimiento de las cesantías definitivas para no poner en 
marcha el término para contabilizar la sanción, produciéndose un 
efecto perverso con una medida instituida para proteger al ex servidor 
público cesante…” 



Precedente jurisprudencial que solicito tener en cuenta ya que aunque existe 
modificación de la norma aplicable, el sentido de la misma, es similar al ya 
decantado por el Consejo de Estado. 
 
 
VI.II. FALSA MOTIVACIÓN 



 
Así mismo se denota una clara Falsa Motivación en los actos de los que se solicita 
su Nulidad, por lo siguiente: 
 



En lo que respecta a los motivos, ha expresado la Máxima Corporación de lo 



Contencioso Administrativo que la administración no puede  actuar 



caprichosamente, sino que debe  hacerlo tomando en consideración las 



circunstancias de hecho y/o de derecho que en cada caso determine a tomar una 



decisión.  En las actividades fundamentales regladas, los actos de la 
administración están casi totalmente determinados  de antemano; en cambio  en 



las actividades discrecionales, la administración tiene un margen más o menos 



amplio  para decidir.  Pero debe tomar en cuenta  las circunstancias y los fines 



propios del servicio a su cargo. Las circunstancias de hecho y/o de derecho, que 



en cada caso llevan a dictar  el acto administrativo constituyen la causa, o mejor el 



motivo de dicho acto administrativo (Auto de marzo  9 de 1971, sala plena 



Contencioso Administrativo). 



 



Pero también se tiene como un axioma jurídico que no basta la existencia del 



motivo para justificar el acto administrativo sino que este debe ser real y serio 



adecuado o suficiente e íntimamente relacionado con la decisión, es decir, tener  



capacidad para justificarlo dentro de la idea de satisfacer el interés general o 
público,  para lo cual se han dado las competencias administrativas. 



 



Por otra parte se debe distinguir la necesidad de existencia o suficiencia  de 



motivos para la expedición de un acto y la obligación de la administración de 



expresarlos.  Esta obligación no existe por regla general por cuanto se presume 



legalmente la existencia de motivos por lo que ella  sólo surge cuando la 



constitución y la ley así lo exija o cuando dicha necesidad se imponga por ciertas 



circunstancias especiales que lo exija para hacer posible el control de legalidad  



del acto administrativo. La doctrina y la jurisprudencia sostienen que la expresión 



de los motivos  debe hacerse, además de los casos exigidos por la constitución y 



la ley, en los siguientes: Cuando por el acto se extinga o modifique  una situación 



jurídica ya creada, cuando se cambie una práctica administrativa sin que produzca 
modificación en el ordenamiento jurídico, cuando el acto este en contradicción con 



actuaciones  o documentos que formen parte del proceso previo a su expedición;  



cuando el acto se expide cumpliendo ciertos factores  establecidos como 



presupuestos del mismo en la ley,  cuando el acto se expide  aplicando normas de 



excepción o  de restrictiva interpretación, señaladas por la jurisprudencia  ya que 



es difícil  determinar con precisión  cuando en un acto deben expresarse los 
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motivos  que lo justifican o sirven de sustento a la decisión en el contenida. La 



insuficiencia  de los motivos es causal del acto administrativo por desviación de 
poder,  en tanto que la no expresión de los motivos cuando a ello hubiere lugar, es 



también causal de anulación del acto pero por vicios de forma, es decir, por 



expedición irregular del acto. 



 



Es por esto que en nuestro caso, el MUNICIPIO DE TURMEQUE, motiva sus 



actos en una supuesta inexistencia de fundamento legal de las indemnizaciones  



solicitadas por el retardo en la liquidación y pago de las prestaciones sociales y 



cesantías, a que tenía derecho mi poderdante con ocasión de la salida del cargo 



que tenía dentro de la administración Municipal del MUNICIPIO DE TURMEQUE. 



 



Así mismo desconoce la existencia de la ley 1071 de 2006, que en artículo 5, 
refiere claramente la sanción al empleador por no cancelar las cesantías en su 



debida oportunidad. 



 



Por último se da una falsa motivación, cuando el MUNICIPIO DE TURMEQUE, en 



el acto acusado, manifiesta que el pago de la liquidación de prestaciones sociales 



se dio con fecha 26 de diciembre de 2011, en una cuenta de depósitos judiciales, 



cuando conforme al recibo de consignación del mentado depósito, dicha 



consignación solo se dio el día 29 de febrero del año 2012, es decir más de dos 



meses después de los que falsamente argumenta la administración. 



 



En consecuencia, es Falsa la motivación dada por la entidad demandada en 



nuestro caso, y por ende debe ser declarado Nulo el acto acusado. 
 



 



VI.III. DESVIACIÓN DE PODER 



 



Igualmente en nuestro caso se presente por parte del MUNICIPIO DE 



TURMEQUE, una desviación de Poder, por las siguientes razones:  



 



El consejo de Estado en varias ocasiones ha tenido  oportunidad  de precisar que 



la desviación de poder se configura  cuando una autoridad administrativa, teniendo 



la competencia para ello expide un acto ajustado en lo externo  a derecho, pero 



con fines diferentes  a aquellos para los cuales  ha sido investida  de esa 



competencia. 
 



En el caso sub-júdice las razones que llevaron al funcionario a la expedición del 



acto no fueron razones del buen servicio, toda vez que el retardo en el no pago de 



la liquidación de las prestaciones sociales, así como de las cesantías, no 



obedecieron a alguna situación justificada, sino a un simple capricho de los 



funcionarios que para la fecha en que se presentaron los hechos, tenían la 



competencia, para realizar dicha actividad, frente a unos derechos de naturaleza 



irrenunciables en cabeza de mi poderdante, actividad ésta que no cumplieron y 



que en consecuencia generaron unas indemnizaciones propias del retardo en el 



pago de las citadas acreencias. 



 



Finalmente, el acto acusado fue emitido con una finalidad específica (negar unos 
valores de carácter indemnizatorio y/o moratorio por el no pago de prestaciones 
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sociales y cesantías), lo  que se colige del Acto Administrativo demandado y que 



vicia la declaración de voluntad de la administración – Municipio de Turmequé. 
 



Ante la Omisión del MUNICIPIO DE TURMEQUE al no pagar unas acreencias de 



naturaleza laboral - administrativa, de un extrabajador del ente territorial, la misma 



entidad accionada busca subsanarla, con el argumento de que dichos valores 



fueron consignados en una cuenta de depósitos judiciales del Juzgado Promiscuo 



Municipal de Turmequé, el día 26 de diciembre de 2011, cuando se observa la 



mentada consignación en fecha 29 de febrero de 2012, ocultando la realidad 



fáctica, con el fin de sustraerse a una obligación de carácter legal. 



 



Ahora bien, dentro del proceso se demostrará el fin ilegal y protervo de sustraerse 



al reconocimiento y pago a mi poderdante del Municipio de Turmequé, para 
subsanar un error de la misma administración, al no pagar oportunamente las 



acreencias laborales propias de este tipo de relación laboral,  
 
 



VII. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 



Constitucionales: artículos 4, 6, 13, 25, 29, 53, 58,  123, 209;  



Legales: Decreto 1919 de 2002, artículo 5, Ley 80 de 1993, Ley 734 de 2002, Ley 
909 de 2004; Artículos 137 y 138,  162 y ss, 168 y ss, del Código Contencioso 
Administrativo, ley 1071 de 2006, y demás normas concordantes y 
complementarias. 



 
VIII. PRUEBAS 



 
 



Me permito allegar como pruebas las siguientes: 
 
VIII.I. DOCUMENTALES 
 
 
a) Acto Administrativo Oficio Comunicación ALCMT-136-2012, del 12 de abril de 



2012, expedido por el Municipio de Turmequé y suscrito por su alcalde MARIO 
ANTONIO VILLAMARIN. 
 



b) Derecho de petición con constancia de envío y copia cotejada. 
 



c) Certificado de entrega de Derecho de Petición, de la empresa Interrapidisimo. 
 



d) Copia simple de consignación de título valor hecha el día 29 de febrero de 
2012, a nombre de mi poderdante EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS 
CHAVARRO. 
 



e) Copia de la resolución No. 083 del 12 de Junio de 2009, expedida y suscrita 
por la Alcaldesa Municipal de Turmequé, junto con diligencia de notificación 
personal. 
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f) Certificación de movimientos y saldo en cuenta de Fondo de Cesantías, de 
fecha 13 de noviembre de 2012, en donde se demuestras que la consignación 
de cesantías definitivas fue hecha por la entidad demandada el día 19 de 
febrero de 2010. 
 



g) Hoja de vida e historia laboral del señor EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS 
CHAVARRO, como trabajador del MUNICIPIO DE TURMEQUE. 



 
h) Acta de conciliación extrajudicial No. 185, de la Procuraduría Judicial 122 



Judicial Administrativa de la Ciudad de Tunja, de fecha 22 de octubre de 2012.. 
 



i) Constancia de conciliación extrajudicial, No. 133, del 22 de Octubre de 2012, 
expedida por la Procuraduría Judicial 122 Judicial Administrativa de la Ciudad 
de Tunja.  
 



j) Certificación laboral del señor EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS 
CHAVARRO, en donde conste cargo, tiempo de prestación de 
servicios con sus extremos (inicio y fin), salario, factores salariales y 
demás aspectos relevantes de la vinculación como secretario de 
despacho.  



 
VIII.II. DOCUMENTALES MEDIANTE OFICIO 
 
1. Solicito comedidamente que se oficie al Banco Agrario de Colombia – 



Sucursal Turmequé, para que con destino al presente proceso y a costa de la 
parte actora, allegue al despacho los siguientes documentales: 



 
a) Copia auténtica de la consignación de Títulos valores No. 0604567, de 



fecha 29 de febrero de 2012, con código 1589, a favor de Edilberto Enrique 
Cárdenas Chavarro, por valor de $2.754.933.oo 



 
b) Certificación o constancia, en donde se relacionen las circunstancias de 



modo, tiempo y lugar en que se realizó la consignación de Títulos valores 
No. 0604567, de fecha 29 de febrero de 2012, con código 1589, a favor de 
Edilberto Enrique Cárdenas Chavarro, por valor de $2.754.933.oo, y en 
especial quien realizó la mentada consignación, recurriendo de ser 
necesario a las cámaras de vigilancia de la citada entidad financiera. 
 
 



2. Solicito comedidamente al despacho, que se oficie al Municipio de Turmequé, 
para que con destino al presente proceso y a costa de la parte actora, allegue 
al despacho los siguientes documentales: 
 
a) Copia auténtica de los antecedentes administrativos que dieron origen al 



pago del depósito consignado en el Banco Agrario en formato de Títulos 
valores No. 0604567, de fecha 29 de febrero de 2012, con código 1589, a 
favor de Edilberto Enrique Cárdenas Chavarro, por valor de $2.754.933.oo, 
en especial el acto administrativo que ordenó el citado pago, así como la 
liquidación hecha para dar como resultado la mentada consignación. 
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b) Copia auténtica de la consignación de Títulos valores No. 0604567, de 
fecha 29 de febrero de 2012, con código 1589, a favor de Edilberto Enrique 
Cárdenas Chavarro, por valor de $2.754.933.oo, certificándose quien 
realizó la misma, y bajo que orden o directriz. 
 



c) Acto administrativo que permita evidenciar la forma de pago y la 
autorización del funcionario para constituir el titulo valor Banco Agrario, No. 
0604567, de fecha 29 de febrero de 2012, con código 1589, a favor de 
Edilberto Enrique Cárdenas Chavarro, por valor de $2.754.933.oo, 
 



d) Certificación laboral del señor EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS 
CHAVARRO, en donde conste cargo, tiempo de prestación de servicios con 
sus extremos (inicio y fin), salario, factores salariales y demás aspectos 
relevantes de la vinculación como secretario de despacho. (Esa prueba se 
solicita en el entendido que la misma fue negada tácitamente en la 
contestación al derecho de petición formulado, contestación que constituye 
el acto administrativo acusado) 



 
 



VIII.III. TESTIMONIAL 
 
Solicito comedidamente al despacho que se decreten los testimonios, de las 
personas que relaciono a continuación, para que depongan sobre los hechos de la 
presente Acción, en especial sobre las razones y circunstancias de Tiempo, modo 
y lugar, en la omisión de pago de la liquidación de prestaciones sociales y 
cesantías dadas por el MUNICIPIO DE TURMEQUE, al señor EDILBERTO 
ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO,  los perjuicios causados a mi poderdante y 
en general todo lo que les conste: 
 



 NELLY RAMOS, persona mayor de edad, domiciliada y residente en la Ciudad 
de Turmequé, quien puede ser citado en la calle 3 No. 4-65. 
 



 HEYDI YINETH CUITIVA MORENO. Persona mayor de edad, domiciliada y 
residente en la Ciudad de Turmequé, quien puede ser citado en la calle 3 No. 
4-65. 



 



 CESAR HERNAN MONROY, persona mayor de edad, domiciliada y residente 
en la Ciudad de Turmequé, quien puede ser citado en la calle 3 No. 4-65. 



 



 MYRIAM STELLA ORJUELA, Persona mayor de edad, domiciliada y residente 
en la Ciudad de Turmequé, quien puede ser citado en la calle 3 No. 4-65. 



 



 MARIBEL VARGAS, persona mayor de edad, domiciliada y residente en 
Turmequé, quien puede ser citada en las instalaciones del Banco Agrario del 
Municipio de Turmequé, 
 



 
IX. COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO 
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Es competente su Despacho para conocer de las presentes diligencias, POR LA 
Naturaleza de la Acción,  por el lugar donde funciona el ente territorial demandado, 
y por la cuantía que se deriva de ella, la cual se determinará en forma razonada, al 
tenor de lo contemplado en la ley 954 de 2005.  
 
El procedimiento aplicable es el contemplado en el Título XXIV, artículos 138 y 
siguientes del CCA. 



 
 



X. ESTIMACION JURADA Y RAZONADA  
DE LA CUANTIA 



 
 



Bajo la gravedad de Juramento, que lo considero prestado con la interposición de 
la presente Acción, manifiesto que estimo la Cuantía en la suma de VEINTE 
MILLONES DE PESOS MCTE ($20.000.000.oo), de conformidad a los cálculos 
que se extraen a continuación: 
 
Si se observa un salario promedio aproximado devengado por mi mandante de 
DOS MILLONES DE PESOS MCTE ($2.000.000.oo), y la mora en el pago tanto 
de las cesantías como de las prestaciones sociales, estos valores ascenderían a 
la suma de VEINTE MILLONES DE PESOS MCTE ($20.000.000.oo), suma esta 
que estimo como razonada de la cuantía. 
 



 
XI. ANEXOS 



 
 



Anexo a la presente los documentos relacionados en el acápite de pruebas y los 
siguientes: 
 
1. Poder para actuar. 



 
2. Los enunciados en el acápite de pruebas. 



 
3. Una Copia de la Demanda para el traslado a la entidad accionada, una para la 



Agencia Nacional de Defensa Judicial del estado y una para el archivo. 
 



4. CD-ROM, que contiene en medio electrónico copia de la presente demanda, 
para los traslados de tipo virtual. 



 
 
 



XII. NOTIFICACIONES 
 
 



El Municipio de Turmequé recibirá notificaciones en el edificio Municipal de Dicha 
localidad, ubicado en la calle 3 No. 4-65 de Turmequé, telefax 0987 32 63 80, así 
mismo podrá recibir notificaciones electrónicas, al correo electrónico 
alcaldía@turmeque-boyaca.gov.co. 
 





mailto:alcaldía@turmeque-boyaca.gov.co
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De ser procedente esta notificación, la Agencia Nacional de Defensa Judicial del 
Estado, recibirá notificaciones en la calle 70 No. 4-60 de la Ciudad de Bogotá. 
 
Mi poderdante EDILBERTO ENRIQUE CARDENAS CHAVARRO, en la Carrera 
102 No. 69-19, casa 54, Alamos Norte de la Ciudad de Bogotá. 
 
El suscrito en la carrera 10 No. 21-15, oficina 702, edificio CAMOL, de Tunja, 
teléfono 7422106, Celular 3115931191. Correo electrónico lugacata@hotmail.com 
 
 
Del señor(a)  Juez, con todo respeto,  
 
 
 
 
LUIS GABRIEL CAMACHO TARAZONA 
C. C. No. 74.373.477 de Duitama. 
T.P. No. 176.333 del C.S.J.  





mailto:lugacata@hotmail.com
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